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RESUMEN 

A medida que crece la urgencia de responder a la crisis climática y los 
países luchan por atraer dólares de inversión como parte de sus planes de 
recuperación de la pandemia, la competencia por los recursos finitos de las 
tierras del mundo continuará creciendo. Para los pueblos Indígenas del 
mundo, que custodian lo que se estima que es un área de tierra dos veces 
más grande que África, este aumento de la competencia por la tierra 
plantea amenazas significativas de las industrias extractivas, la 
agroindustria, la silvicultura, la compensación de carbono y otras 
infraestructuras.1 

En las últimas tres décadas, se han logrado importantes avances 
normativos globales en términos del reconocimiento de los derechos de los 
pueblos Indígenas. El gran crecimiento en el número de normas, políticas y 
jurisprudencia que requieren el consentimiento libre, previo e informado 
(CLPI) de los pueblos Indígenas antes de que los proyectos puedan avanzar 
es un ejemplo. En la práctica, por supuesto, el CLPI es sólo un elemento de 
las demandas de los movimientos de los pueblos Indígenas.3 La principal 
demanda es una nueva relación entre sus pueblos, el Estado y los actores 
del sector privado. 

Las empresas que abarcan los sectores4 de las industrias extractivas y la 
agroindustria,5 así como las instituciones financieras internacionales y los 
bancos mundiales6, hoy reconocen el CLPI y lo han incorporado a sus 
políticas corporativas y condiciones de préstamo. Sin embargo, no ha sido 
fácil traducir estos compromisos de la empresa y los inversores en mejores 
resultados sobre el terreno. 

Este informe de política tiene como objetivo contribuir a la acción para 
mejorar la implementación de los procesos de CLPI. Lo hace sintetizando 
lecciones del trabajo de Oxfam en defensa del consentimiento comunitario 
en Perú, trabajo que se ha extendido a lo largo de casi dos décadas. El 
propósito general es demostrar la relevancia de estas lecciones para 
aquellos que buscan abordar injusticias similares en otras regiones del 
mundo. 

Perú es un contexto importante para examinar el CLPI en la práctica por dos 
razones principales. En primer lugar, la última década ha visto una 
expansión dramática de las concesiones de la industria extractiva, lo que 
ha aumentado las tensiones con los pueblos Indígenas de Perú que, junto 
con las comunidades rurales, administran colectivamente casi el 50 por 
ciento del territorio peruano. En segundo lugar, Perú fue el primer país de 
América Latina en introducir, hace diez años, una Ley Nacional de Consulta 
Previa de los pueblos Indígenas.7 

En los últimos tres años, los socios de Oxfam en Perú —Cooperación, 
Organización Nacional de Mujeres Indígenas (ONAMIAP) y Pueblos Indígenas 
Amazónicas Unidos en Defensa de Sus Territorios (PUINAMUDT)—han 
publicado investigaciones que examinan las políticas y prácticas de la 

"El CLPI requiere que los 
gobiernos cedan poder a 
los pueblos Indígenas y 
tribales sobre decisiones 
clave que afectarían a 
sus derechos."2 
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implementación de esta ley.  

Los reportajes titulados Consúltame de Verdad y Sin Mujeres Indígenas, ¡No! 
analizó las consultas y acuerdos logrados en Perú entre 2012 y 2018. 
Documentan temas importantes relacionados con el diseño de la ley y su 
implementación, algunos de los cuales fueron anticipados por los líderes 
Indígenas durante la redacción de la ley y su reglamento. Las deficiencias 
institucionales y políticas han llevado a los Indígenas peruanos a pedir que 
se revise la ley. 

Sin Mujeres Indígenas, ¡No! fue un paso más allá y examinó estas consultas 
para comprender las barreras específicas que enfrentan las mujeres 
Indígenas para participar plenamente en estos procesos de toma de 
decisiones. Esta investigación concluyó que, si bien se han realizado 
algunos esfuerzos para llevar una perspectiva de género a las reformas de 
políticas públicas como esta, los resultados han variado ampliamente de un 
caso a otro. 

El informe titulado Sin Derechos, No Hay Consulta documenta el proceso de 
consulta comunitaria implementado como condición previa a la extensión 
propuesta de 30 años de las actividades petroleras en el lote petrolero más 
antiguo y controvertido de Perú, el Lote 192 (anteriormente Lote 1AB). 
Desentraña las condiciones subyacentes dentro de las cuales se llevó a 
cabo la consulta de 2015, describiendo cómo, a pesar de la emergencia de 
salud pública en curso, documentada en el informe titulado La Sombra del 
Petróleo, el conflicto entre las promesas incumplidas y los niveles de 
voluntad política que fluctúan constantemente, los líderes Indígenas 
demostraron un compromiso con el diálogo y la construcción de un acuerdo 
sobre el futuro de la producción de petróleo en la región. 

CONCLUSIONES CLAVE 
El conflicto es inevitable cuando las fronteras de la industria extractiva se 
expanden e invaden las tierras y territorios de los pueblos Indígenas. La 
salvaguardia proporcionada por el CLPI seguirá siendo de suma importancia 
para las comunidades, pero solo si se implementa de manera efectiva. El 
aumento de la eficacia del CLPI requerirá: 

• Garantizar que haya espacios políticos para que las personas hablen,
incluso en el caso de que expresen oposición o críticas a un proyecto de
inversión. La garantía del espacio político es una condición previa o un
umbral fundamental para un proceso efectivo de CLPI;

• las empresas deben están preparadas para ceder el poder a los pueblos
Indígenas, incluido el uso de su influencia para dar forma positiva a las
relaciones de poder y los acuerdos institucionales que pueden apoyar la
participación plena y significativa de mujeres y hombres. Las empresas
deben comprometerse a no continuar con un proyecto si no se garantiza
el consentimiento de la comunidad;

• fortalecer el poder de negociación de las comunidades mejorando la
coordinación, el intercambio de información y la creación de coaliciones
entre los pueblos Indígenas y aliados, así como haciendo un uso más
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efectivo de la  acción directa no violenta. La organización liderada por 
Indígenas en torno al Lote 192 es emblemática de cómo se pueden 
combinar estas tácticas;   

• comprender los impactos diferenciales de los proyectos de minería,
petróleo y gas sobre las mujeres y otros grupos vulnerables, y las formas
adicionales (existentes) de discriminación que enfrentan. Los procesos
de consentimiento comunitario deben apoyar los esfuerzos para superar
estas barreras (por ejemplo, programas de alfabetización, apoyo al
liderazgo de las mujeres y asegurar el acceso de las mujeres a la tierra
comunal y los recursos forestales);

• la provisión adecuada de recursos a los procesos de consentimiento de
la comunidad en cada uno de los puntos clave de decisión del ciclo del
proyecto, incluida la garantía de que las comunidades tengan acceso al
apoyo técnico y jurídico independiente que necesitan para negociar en
condiciones de mayor igualdad;

• consagrar el estándar de consentimiento en la legislación nacional
cuando los pueblos Indígenas lo buscan. Hacerlo da efecto al derecho
internacional y la jurisprudencia, pero también crea seguridad jurídica
para los desarrolladores de proyectos y los inversores, al tiempo que
ayuda a equilibrar el poder de negociación entre los pueblos Indígenas,
las empresas mineras y las agencias gubernamentales. El estándar de
consentimiento requiere que las empresas y los gobiernos respeten
cuando las comunidades Indígenas deciden que no quieren que los
proyectos continúen en sus territorios.

Con la profundización de la desigualdad de la tierra, la continuación del 
acaparamiento de tierras, y los retrocesos en las protecciones ambientales 
y sociales básicas, la salvaguardia del CLPI es más importante que nunca. 
Sin embargo, a pesar del reconocimiento normativo del CLPI y los 
compromisos públicos de las principales empresas multinacionales, las 
instituciones financieras internacionales y los bancos globales para aplicar 
el estándar de consentimiento, los desequilibrios de poder continúan 
socavando la calidad de los acuerdos logrados. Es hora de que las 
empresas, los inversionistas y otros miren más allá de los compromisos en 
papel y tomen las medidas necesarias para garantizar que se alcancen 
acuerdos de calidad con los pueblos Indígenas y se mantengan a lo largo 
del desarrollo de los proyectos. 
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1  INTRODUCCIÓN 

Frente a sequías, incendios forestales, inundaciones y plagas cada vez más 
catastróficas - impulsadas por la extracción, el transporte, la quema de 
combustibles fósiles y la deforestación de los bosques del mundo - la 
atención pública sobre la tierra, el cambio de uso del suelo y los derechos a 
la tierra nunca ha sido más fuerte.  

Los pueblos Indígenas llevan mucho tiempo reivindicando y defendiendo 
sus derechos y su tenencia consuetudinaria de la tierra frente a la 
ocupación y encerramiento ilegal de sus territorios. A lo largo de la historia, 
los imperativos coloniales de ampliar y profundizar las fronteras 
"extractivas", ya sea para el azúcar, el petróleo, el gas, la minería, la tala o 
la agricultura comercial, se han utilizado constantemente para justificar 
estos encerramientos y legitimar la violación de los derechos sobre la tierra. 
Todavía están en la primera línea de estas luchas9 y su activismo continúa 
impulsando el creciente reconocimiento de los derechos de los pueblos 
Indígenas. 

Hoy en día, los líderes Indígenas de todo el mundo están haciendo sonar la 
alarma y alertando al mundo sobre cómo la pandemia mundial (y la 
recuperación de ella) y el riesgo de crisis climática están siendo 
manipulados para socavar aún más sus derechos10. Nueva evidencia 
muestra que desde marzo de 2020—mientras que la atención pública se 
centró en la crisis de salud pública—los gobiernos tomaron medidas activas 
para debilitar las salvaguardas ambientales y sociales clave, que incluyen:11 

• Promover la expansión de nuevos proyectos energéticos, incluyendo
actividades mineras, de infraestructura y de extracción forestal;

• no hacer cumplir las protecciones existentes, especialmente alrededor
de las áreas naturales protegidas;

• aprobar nuevas leyes que socaven la participación pública y los
procesos de consulta comunitaria; y

• sancionar directa e indirectamente la intimidación, la criminalización y
los ataques a los líderes comunitarios que suenan las alarmas y
denuncian. De hecho, en 2020 se produjo un número récord de activistas
ambientales y de derechos humanos asesinados por defender sus tierras
y territorios.12

Las salvaguardas ambientales y sociales se han presentado durante mucho 
tiempo como burocracia innecesaria que crea barreras a la inversión. Los 
llamados a la inversión desenfrenada como parte de la recuperación 
económica de la pandemia están creciendo. También lo son los llamados a 
eludir estas salvaguardas y acelerar las nuevas aprobaciones mineras, para 
que el suministro global de los minerales clave no sea insuficiente para 
construir las infraestructuras bajas en carbono que necesitamos para salir 
de la crisis climática. 

Estas afirmaciones nunca han tenido fundamento, y tampoco lo tienen 
ahora. Pero eso no ha impedido que los gobiernos usen sus poderes para 

" Alrededor del mundo, 
un área de más del doble 
del tamaño de África, 
alrededor de cinco mil 
millones de hectáreas, 
pertenece a los pueblos 
Indígenas y las 
comunidades locales, 
cuyos legítimos 
derechos a la tierra 
todavía no están 
reconocidos” 8 
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hacerlas efectivas. Con el aumento de los precios de las materias primas, la 
prisa por extraer a toda costa está ganando impulso. 

UN DERECHO LEGAL PROTEGIDO POR LA 
LEY 
Para los pueblos Indígenas, el poder de dar o negar el consentimiento a las 
industrias extractivas u otros proyectos de infraestructura a gran escala es 
un derecho protegido por el derecho internacional, que se ha convertido en 
una salvaguardia crucial para la protección y realización de sus autonomías 
colectivas, resiliencia y autodeterminación. En la práctica, por supuesto, el 
CLPI es solo una parte de las demandas de los movimientos de los pueblos 
Indígenas, cuya principal demanda es una nueva relación entre sus 
pueblos, el Estado y los actores del sector privado. Es por ello que la 
defensa del derecho al CLPI ha sido un pilar central de la campaña y el 
trabajo de incidencia de Oxfam y nuestros socios y socias, que abarca los 
programas de tierras, agricultura, energía e industria extractiva.  

Si bien los procesos de CLPI varían dependiendo de las distintas costumbres 
de toma de decisiones de cada nación Indígena, existen elementos 
comunes: 

• Libre - de coerción y manipulación;

• previa - de cada fase del desarrollo del proyecto;

• Informado - es decir, con acceso pleno y oportuno a toda la información
pertinente del proyecto en formatos que garanticen la comprensión de
los riesgos e impactos del proyecto y promuevan la participación;

• Consentimiento - requiere que las comunidades tengan el poder de dar o
negar su consentimiento a un proyecto. El consentimiento es una
decisión colectiva tomada por la comunidad o comunidades, basada en
sus procesos propios de toma de decisiones.

"El CLPI […] requiere que 
los gobiernos cedan el 
poder a las poblaciones 
indígenas sobre las 
decisiones clave 
relacionadas con 
proyectos extractivos 
que tendrían lugar en 
tierras indígenas y 
afectarían los derechos 
de los pueblos 
indígenas”13 
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El CLPI se está interpretando como una norma de mejores prácticas para las 
comunidades locales afectadas que no se ajustan a las definiciones del 
derecho internacional que poseen las entidades Indígenas titulares de 
derechos. Este es especialmente el caso en todo el continente africano, 
donde los países están descubriendo que el derecho a dar o denegar el 
consentimiento existe en muchos sistemas de derecho consuetudinario, a 
pesar de que estos derechos de consentimiento han sido ignorados o 
distorsionados en muchos contextos, en detrimento de la mayoría de los 
miembros de la comunidad. De esta manera, el CLPI representa un principio 
de mejores prácticas para el desarrollo sostenible en general, una 
salvaguardia crucial de un proyecto que puede aumentar la legitimidad de 
un proyecto a los ojos de todos los titulares de derechos.15 

PERO LA IMPLEMENTACIÓN SIGUE 
REZAGADA  
En las tres décadas transcurridas desde la entrada en vigor del Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)16, se han logrado 
importantes avances normativos a nivel mundial, como lo demuestra el gran 
aumento del número de normas, políticas y jurisprudencia exigen el CLPI.17 
Las empresas que abarcan los sectores de las industrias extractivas18 así 
como las instituciones financieras internacionales19 y los bancos 
globales20, hoy reconocen. 

Sin embargo, traducir estos compromisos de la empresa y los inversores en 
mejores resultados reales no ha sido fácil. Los esfuerzos para explicar y 
abordar estas brechas entre la política y la práctica varían.22 Un análisis 
importante se ha centrado en comprender los efectos que la presencia—o 
ausencia—de marcos jurídicos específicos ha tenido en los resultados para 
los pueblos Indígenas.23 Si bien el diseño técnico y los arreglos 
institucionales de los procesos de CLPI siguen siendo importantes, la 
comprensión del poder y la política se considera cada vez más clave para 
explicar la calidad de los procesos de CLPI.24 

"Los Estados celebrarán 
consultas y cooperarán 
de buena fe con los 
pueblos indígenas 
interesados por 
conducto de sus propias 
instituciones 
representativas a fin de 
obtener su 
consentimiento libre e 
informado antes de 
aprobar cualquier 
proyecto que afecte a 
sus tierras o territorios y 
otros recursos, 
particularmente en 
relación con el 
desarrollo, la utilización 
o la explotación de
recursos"14 

“Casi todos los países de 
América Latina han 
ratificado el Convenio 
169 de la OIT pero en 
raras ocasiones se llevan 
a cabo consultas 
efectivas (por no hablar 
del consentimiento libre, 
previo e informado)”.21 
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ACERCA DE ESTE INFORME 
Esta síntesis tiene como objetivo contribuir a la acción para mejorar la 
implementación de los procesos de CLPI. Lo hace destilando las lecciones 
del trabajo de Oxfam en defensa del consentimiento comunitario en Perú, 
trabajo que se ha extendido durante casi dos décadas. El propósito general 
es demostrar la relevancia de estas lecciones para aquellos que buscan 
abordar injusticias similares en otras regiones del mundo. 

El Perú es un contexto importante en el que se examina el CLPI en la 
práctica por varias razones. En primer lugar, a pesar de la importancia 
histórica de la minería y la extracción de hidrocarburos,26 la última década 
ha visto una expansión dramática de las concesiones de la industria 
extractiva, lo que ha aumentado las tensiones con los pueblos Indígenas de 
Perú que, junto con las comunidades rurales, administran colectivamente 
casi el 50 por ciento del territorio peruano.27 En segundo lugar, Perú fue el 
primer país de América Latina en introducir, hace diez años, una ley 
nacional de consulta de los pueblos Indígenas.28 Reflexionando sobre este 
aniversario, los socios de Oxfam en Perú, Cooperacción29, ONAMIAP30 y 
PUINAMUDT31, han publicado informes que examinan las políticas y prácticas 
de la implementación de esta ley.  

Consúltame de Verdad32 analizó las primeras 38 consultas formales que 
concluyeron entre 2012 y 2018. Para cada uno de estos procesos formales, 
examinaron lo que se estaba consultando, quién decidía el contenido (y por 
lo tanto el alcance de la consulta), cómo se llevó a cabo el proceso y cuáles 
fueron los resultados o resultados de los procesos.   La investigación 
concluyó destacando importantes deficiencias institucionales y políticas 
en la forma en que se estaba implementando la ley y la regulación de apoyo, 
deficiencias que han llevado a los Indígenas peruanos a pedir que se revise 
la ley. 

Sin Mujeres Indígenas, ¡No! 33 examinaron estas mismas consultas (más 
otras cinco que se habían concluido desde entonces) para comprender las 
barreras específicas que enfrentan las mujeres Indígenas para participar 
plenamente en estos procesos de toma de decisiones. Esta investigación 
concluyó que, si bien se han realizado algunos esfuerzos para llevar una 
perspectiva de género a las reformas de políticas públicas como esta, los 
resultados han variado ampliamente de un caso a otro. 

Sin Derechos, No Hay Consulta34 proporcionó el estudio más extenso del 
proceso de consulta que inició en 2012 y concluyó en 2015, y que fue una 
condición previa a la propuesta de prórroga de 30 años de las actividades 
petroleras en el lote petrolero más antiguo y controvertido de Perú, el Lote 
192 (anteriormente Lote 1AB). Al situar el actual proceso de consulta en una 
larga lucha de cuatro décadas de los pueblos Indígenas para garantizar la 
justicia y la remediación del legado de derrames de petróleo y 
contaminación que han plagado la producción petrolera, esta investigación 
revela varios éxitos y lecciones importantes, entre ellos la importancia de 
las estrategias y tácticas para responsabilizar a los gobiernos de negociar 
de buena fe con los pueblos Indígenas.   

"El CLPI se trata 
fundamentalmente de 
cambiar el poder sobre 
ciertas decisiones de un 
conjunto de actores 
históricamente 
privilegiados a otro 
conjunto de actores que 
generalmente han sido 
marginados. Por ello, no 
resulta sorprendente que 
los intentos de 
implementar el derecho 
estén altamente 
politizados"25 
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En las negociaciones iniciales para prorrogar la concesión petrolera del Lote 
192 quedaron sin resolver la reparación ambiental y los impactos en la salud 
pública. La Sombra del Petróleo 35 cuenta esta historia. Utilizando datos 
gubernamentales, documenta el impacto de 474 derrames de petróleo entre 
2000 y 2015, que contaminaron más de 2,000 lugares, la mayoría de los 
cuales permanecen contaminados. Los derrames se documentaron no solo 
en el Lote 192, sino también en los contiguos Lotes 8, 31 (B, D y E), 64, 67, 
95, 131, así como a lo largo del Oleoducto Norperuano que transporta el 
petróleo crudo a la costa peruana para su exportación y refinación. El 
fracaso acumulado en la rehabilitación de estos lugares ha producido una 
importante crisis de salud pública, según el Ministerio de Salud de Perú.36 
Con el aumento exponencial del número de peruanos expuestos a metales 
pesados de las actividades mineras y de hidrocarburos en la última 
década37, y con solo el 0.06 por ciento del presupuesto nacional de salud 
asignado para abordar este problema38 este caso es un duro recordatorio de 
lo que está en juego cuando los gobiernos no responsabilizan a las 
compañías mineras, petroleras y de gas de las salvaguardas ambientales y 
sociales básicas. En casos como éste, no debería sorprender que los 
pueblos Indígenas se nieguen a dar su consentimiento a nuevos proyectos.   

Si bien cada una de estas investigaciones adopta un enfoque analítico y 
metodológico diferente, todas hablan de las relaciones disputadas entre el 
Estado peruano y la sociedad peruana en general con los pueblos 
Indígenas, relaciones que se caracterizan por historias de marginación, 
exclusión y racismo.  

Transformar estas desigualdades no es tarea sencilla. Cada una de estas 
piezas ilustra algunos de los desafíos políticos en la implementación de lo 
que fue, en ese momento, un logro significativo en términos de 
reconocimiento de los derechos de los pueblos Indígenas del Perú.  Es 
importante destacar que cada uno proporciona recomendaciones claras y 
concretas para abordar algunas de las deficiencias que se han identificado 
hasta la fecha. 
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2 LEY DE CONSULTA NACIONAL 
DEL PERÚ 

El 5 de junio de 2009, la policía peruana se enfrentó con manifestantes de 
Awajún y Wampis que se manifestaban pacíficamente contra los planes del 
gobierno de abrir la Amazonía aún más a proyectos mineros, petroleros y de 
gas, y contra los planes para despojarlos de sus derechos a dar o negar el 
consentimiento a nuevos proyectos. Veintitrés policías, 5 manifestantes 
Indígenas y 5 manifestantes no Indígenas murieron y más de 200 personas 
resultaron heridas, luego de que las fuerzas de seguridad rompieran el loteo 
pacífico en un tramo de la carretera en Bagua, en el norte de la Amazonía 
peruana, a unos 800 kilómetros de la capital, Lima.39 

La indignación pública por la violencia en Bagua allanó el camino para el 
apoyo político a una ley de consulta nacional que buscaba dar efecto a las 
protecciones en el Convenio 169 de la OIT. La Ley de Consulta Previa de 
Perú40 fue aprobada el 6 de septiembre de 2011, y su reglamentación entró 
en vigor el 2 de abril de 2012. Fue la primera ley de este tipo promulgada en 
América Latina.41 Y si bien fue histórica, bajo la ley final el gobierno peruano 
se aferró al poder de anular un acuerdo alcanzado a nivel comunitario. Esta 
desviación significativa de las normas internacionales es algo que en la 
práctica ha dejado a las comunidades, obligadas a negociar proyectos de la 
industria extractiva, en una posición de negociación vulnerable.   

Entre 2012 y 2018, se realizaron 43 consultas de conformidad con la ley. De 
estos, la mayoría (72 por ciento) estaban relacionadas con proyectos de 
minería (15), petróleo y gas (12) o energía (3). Los socios y socias de Oxfam 
analizaron las consultas y documentaron importantes problemas de 
implementación, muchos de los cuales fueron presagiados por las y los 
líderes Indígenas durante la redacción de la ley y su reglamentación.43 Estos 
incluyen: 

• Los sucesivos gobiernos y ministerios trataron de limitar quiénes debían
ser consultados, lo que a menudo exacerbó las dinámicas de poder
existentes dentro de las comunidades, enfrentando a unas contra otras.
Aquello fue a pesar de que la ley ya define de forma limitada quién tiene
derecho a ser consultado;

• en las consultas se observó que no se consultó primero a las
comunidades sobre el proceso, el formato, los plazos y el contenido de la
consulta (también conocida como fase de preconsulta). Esta falta de
consulta también se extendió a las decisiones sobre la conveniencia de
participar en un diálogo con el gobierno en primer lugar. La Nación
Wampis, cuyos territorios se extienden por los ríos Santiago y Morona, a
lo largo de la frontera con Ecuador, ha decidido no entablar
negociaciones con el gobierno peruano sobre futuras concesiones
petroleras u otras industrias extractivas;44

• en cada una de las consultas se evidenciaron asimetrías de
conocimiento entre los participantes Indígenas y las contrapartes

"En [Perú y Bolivia], el 
Estado ha implementado 
consultas sin cambiar el 
status quo: las 
comunidades Indígenas 
no tienen una voz 
decisiva en las 
actividades de 
extracción; carecen de 
canales continuos de 
participación política; no 
se satisfacen sus 
necesidades sociales y 
económicas básicas; y 
se ignoran los derechos 
Indígenas más amplios a 
la tierra, el territorio y el 
poder político".42 
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gubernamentales. Estas asimetrías se manifiestan de  muchas maneras, 
entre ellas: a) el momento y el lugar en que se realizaron las consultas ; 
b) la gran dependencia de contenidos excesivamente técnicos
proporcionados en idiomas y formas que no eran fácilmente
comprensibles para las mujeres y los hombres Indígenas;  c) los plazos
breves que le dieron a las comunidades  para dar sentido a la
información divulgada; d) la falta de exhaustividad de las descripciones
de los proyectos; e) la ausencia de asesores técnicos independientes
para apoyar a las comunidades; f) respuestas incompletas o
inadecuadas a las solicitudes de información; y g) facilitadores que no
eran imparciales (neutrales) o expertos en el diálogo intercultural. Por
ejemplo, los procesos de consulta se concluyeron en promedio en solo
60 días, y unos pocos de ellos tomaron el tiempo máximo permitido por la
ley, que está restringido a 120 días;

• en todas las consultas, la participación de las mujeres y otros grupos
marginados fue generalmente muy baja, y menos de un tercio (1.649) de
todos los y las participantes (5.709) eran mujeres (véase la figura 1).46

Los contextos regionales tienden a impactar la participación de las
mujeres, ya que las regiones centrales de Perú (Huancavelica, Junín,
Ucayali y Huánuco) evidenciaron un mayor porcentaje de mujeres
participantes que las regiones amazónicas. La participación de las
mujeres también varió en las diferentes etapas del proceso de consulta
previa, y disminuyeron significativamente, en el caso de la minería, a
medida que los procesos avanzaron hacia la toma de decisiones (véase
la Figura 2, más adelante);

Fuente: Datos públicos del portal web del Ministerio de Energía y Minas (MINEM), en ONAMIAP 2018, 40. 

Figura 1. Participación por sexo en procesos de consulta, 2013-2018. 

30.2% 28.0% 28.9%

69.8% 72.0% 71.1%

Minería Petróleo y Gas Total

Mujeres Hombres

"En ocho instancias, la 
evaluación interna del 
proyecto se llevó a cabo 
el mismo día de la sesión 
de 'información', dejando 
a las comunidades solo 
2–3 horas para elegir a 
sus representantes, 
quienes, a su vez, 
tuvieron pocas horas 
para analizar y evaluar la 
propuesta. En la minería, 
solo el 33% de los casos 
reportaron que la etapa 
de diálogo realmente 
había ocurrido".45 
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Fuente: Datos públicos del portal web del MINEM, en ONAMIAP 2018, 41. 

Figura 2. Participación de las mujeres en las consultas, de acuerdo con la fase del proceso de 
consulta (desde la preparación hasta el intercambio de información, la evaluación interna y el 
diálogo), 2013-2018. 

• Las mujeres Indígenas enfrentan barreras adicionales que afectan su
capacidad para participar de manera significativa. Las limitadas
experiencias de participación de las mujeres en espacios públicos; la
falta de consideración por parte de los organizadores del trabajo de
cuidado existente de las mujeres en torno a cuándo y dónde se llevan a
cabo las consultas; y sus niveles de alfabetización y educación
generalmente más bajos, todos fueron factores que influyeron en la
participación de las mujeres en las consultas. En general, si bien se
están realizando esfuerzos para aportar una perspectiva de género
intercultural al diseño y la aplicación de estos procesos, es necesario
hacer más para garantizar la participación e influencia de las mujeres en
la toma de decisiones;

• las consultas formales a menudo comenzaban después de que ya se
habían tomado decisiones clave sobre el diseño del proyecto. Por
ejemplo, las comunidades Huini Coroccohuayco y Pacopata presentaron
un mandamiento judicial contra el Ministerio del Ambiente48 por no
consultarlas antes de aprobar un cambio a la licencia ambiental;49

• hubo una constante falta de divulgación de información adecuada sobre
los impactos específicos del proyecto. La fase de información solía
consistir en una mera presentación por parte del gobierno de los
"beneficios" del proyecto. Los procesos de consulta (y el
comportamiento de los actores gubernamentales) se describieron
generalmente como procesos diseñados para convencer a las
comunidades Indígenas de que aceptaran los proyectos (promocionando
los "beneficios" y minimizando los riesgos);

• cuando las comunidades llegaron a un consenso para no dar su
consentimiento, esta decisión no se respetó: o los proyectos siguieron
adelante a pesar de ello, o los desarrolladores presentaron rápidamente
a la misma comunidad propuestas de proyectos "nuevos".

31% 30% 29%
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Reunión preparatoria Intercambio de
información

Evaluación interna Diálogo

Minería Petróleo y Gas Total

Muy pocas de las 
consultas de proyectos 
mostraron evidencia de 
acuerdos que iban más 
allá de lo que ya era 
requerido por la ley.47 
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Lejos de la igualdad de condiciones 

En el caso de proyectos complejos y multigeneracionales, como los del 
sector del petróleo, el gas y la minería, los reducidos plazos de 
negociación con las comunidades afectadas que a menudo exige la ley 
hacen que las negociaciones sean, en el mejor de los casos, una tarea 
hercúlea para cualquier equipo de negociación capacitado. El éxito de 
cualquier negociación depende de lo preparada que esté la comunidad 
al iniciar la negociación. El grado de unión de la comunidad o 
comunidades en torno a sus metas y objetivos; la cantidad de 
información que tienen sobre el proyecto; y si ya tienen acceso a su 
propia asesoría jurídica y otros asesoramientos técnicos son 
cuestiones que deben resolverse antes de iniciar una negociación.50 

El acceso a asesoría jurídica y técnica para apoyar a las y los 
negociadores comunitarios puede contribuir a reforzar la calidad de los 
procesos de consentimiento comunitario. La obtención de recursos 
para este apoyo puede suponer un reto, aunque están surgiendo 
modelos de financiación innovadores, como los fondos colectivos (o 
mancomunados), los fondos de inversión de impacto, los fondos de 
terceros y, en algunos casos, la financiación directa por parte de las 
empresas, aunque deben tratarse con extrema precaución.51 En 
Surinam, por ejemplo, Surgold (posteriormente adquirida por Newmont) 
puso fondos a disposición del comité negociador de Pamaka para 
contratar a su propio antropólogo, abogados y especialista en 
desarrollo comunitario.52 

Había grandes expectativas de que la Ley fuera el "puente" que faltaba para 
permitir un diálogo intercultural efectivo entre el gobierno peruano y los 
distintos pueblos Indígenas del país. No queda claro hasta qué punto la ley 
peruana ha contribuido a este objetivo mayor. La abrumadora mayoría de 
todos los conflictos socioambientales de Perú siguen estando relacionados 
con las industrias extractivas, lo que indica que siguen existiendo luchas 
por el control, el uso y el valor del subsuelo.54 

Los llamados “avances 
normativos” en materia 
ambiental e indígena no 
corresponden, sin 
embargo, a cambios 
estructurales en el 
patrón de desarrollo 
económico [en Perú].53 
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3 NEGOCIACIÓN DEL 
CONSENTIMIENTO 

LOTE 192 DE PERÚ 
El lote petrolero más antiguo—y más controvertido—de Perú, el Lote 192 
(antes 1AB), se extiende por más de 500 millones de hectáreas (ha) en la 
remota región peruana de Loreto, en el norte de la Amazonia. La concesión 
petrolera se extiende por las cuencas de los ríos Pastaza, Corrientes, Tigre y 
Marañón, que son los territorios ancestrales de los pueblos Quechua, 
Achuar, Kichwa, y Kukama. La producción de petróleo comenzó en 1970 con 
la explotación del yacimiento por parte de la empresa estadounidense 
Occidental Petroleum. En 2000, Occidental Petroleum vendió sus derechos 
de extracción a la empresa argentina Pluspetrol, la cual explotó el lote 
hasta el 2015, cuando expiró la licencia original de producción de petróleo. 
Cuando Pluspetrol abandonó el lote en 2015 y la empresa canadiense 
Frontera Energy se hizo cargo de las operaciones, existían 12 campos de 
producción, 112 pozos petroleros activos y cientos de kilómetros de 
oleoductos. Sigue siendo uno de los lotes petrolíferos más importantes de 
Perú, ya que suministra alrededor del 17 por ciento del petróleo peruano, 
aunque esta cifra se ha reducido desde casi el 43 por ciento en su punto 
máximo.  

Fuente: Oxfam 

Figura 4. Ubicación del Lote 192 de Perú. 

Sin Derechos, No Hay Consulta 55 proporciona el estudio más extenso del 
proceso de consulta comunitaria que llegó a una conclusión temporal en 
2015, y que fue una condición previa a la propuesta de prórroga de 30 años 

"Después de tanto daño 
que le han hecho a mi 
hogar, primero 
garanticen mis derechos 
y luego podemos hablar 
de la consulta". (Aurelio 
Chino Dahua, 
(Federación Indígena 
Quecha del Pastaza 
(FEDIQUEP)) 
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de las actividades petroleras en el Lote 192. Las negociaciones para 
prorrogar las actividades petroleras concluyeron formalmente en julio de 
2021, y las comunidades Indígenas obtuvieron importantes beneficios 
sociales, medioambientales y económicos.  

Este caso ha generado importantes precedentes para otros procesos de 
consulta en Perú y la región amazónica en general. Los pueblos Indígenas 
obtuvieron su derecho a ser consultados sobre los términos del nuevo 
contrato petrolero. En todas las demás consultas relacionadas con 
concesiones de petróleo y gas en Perú, las comunidades Indígenas solo 
fueron consultadas sobre la acción administrativa que daba efecto al 
contrato ya finalizado y firmado.56 Además, las y los líderes pudieron 
asegurar protecciones concretas para sus derechos colectivos a través de 
enmiendas al contrato temporal entre Frontera Energy, que operaba el lote 
desde 2015 hasta 2020, y Perupetro, la empresa estatal responsable de 
promover la inversión en exploración y explotación de hidrocarburos y de 
negociar, firmar y supervisar los contratos.    

Pero no ha sido un camino fácil. Los pueblos Quechua, Achuar, Kichwa y 
Kukama de las cuatro cuencas hidrográficas57 en las que se encuentra el 
lote 192 han luchado durante más de cuatro décadas para conseguir 
justicia por los continuos derrames de petróleo y la contaminación. A lo 
largo de los años, las comunidades afectadas han tenido que adaptarse al 
petróleo y a sus impactos. No todas han resistido. Algunas han aceptado el 
petróleo y sus consecuencias.58 Hoy, sin embargo, existe un amplio 
consenso: el gobierno y las empresas deben reparar los daños ya causados; 
compensar e indemnizar por los daños cometidos; y garantizar que 
cualquier actividad petrolera futura no repetirá los mismos errores.  

Los impactos del petróleo en la salud pública y ambiental en Loreto tienen 
una larga historia. En 1984, el gobierno peruano declaró por primera vez la 
zona como "uno de los hábitats ambientales críticos más dañados del 
Perú". En 1989, un informe financiado por el Banco Mundial halló pruebas de 
contaminación por petróleo en los ríos y suelos de la región, causada por 
roturas y averías en los equipos de producción y transporte.60 En 2002, el 
brazo ejecutor del Ministerio de Energía y Minas de Perú descubrió 166 
infracciones de la legislación medioambiental peruana por parte de 
Pluspetrol, incluidas infracciones sobre el control, el almacenamiento y la 
eliminación de las aguas residuales tóxicas, subproductos del proceso de 
producción de petróleo. En 2006, tras la constatación por parte del 
Ministerio de Salud de Perú de que los metales pesados en las poblaciones 
de la región superaban los límites establecidos por la Organización Mundial 
de la Salud, una movilización pública masiva de los pueblos Achuar obligó a 
suspender la producción de petróleo. Este activismo obligó al gobierno 
peruano a exigir que Pluspetrol dejara de verter las aguas de "producción" o 
residuales en los ríos o suelos cercanos. La práctica de reinyectar las aguas 
de "producción" en pozos petrolíferos vacíos es un procedimiento habitual 
en Estados Unidos desde la década de 1970.

En 2012 se declaró un estado de emergencia ambiental. En respuesta, se 
estableció un esfuerzo de monitoreo conjunto, y se identificaron 92 sitios 

"Desde que se firmó el 
contrato temporal con 
Frontera Energy en 2015 
se registraron 83 
derrames de petróleo en 
el Lote 192."59 
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contaminados, que cubren más de 127 hectáreas, 100 hectáreas más de las 
que Pluspetrol había reportado originalmente.     

"En 2019, el Ministerio de Salud de Perú informó que más del 57% de todas 
las personas que viven dentro de las cuatro cuencas fluviales donde se 
extrae el petróleo tenían niveles de metales pesados en la sangre que 
superaban los estándares internacionales".61 

Desde entonces, se han identificado casi 2.000 sitios 
contaminados62dentro del Lote 192, de los cuales 1.199 aún no cuentan con 
ningún plan de remediación.63 Los costos de remediación de solo un 
pequeño número de sitios contaminados superan por mucho la proporción 
de los ingresos generados por las actividades petroleras que le 
corresponden al gobierno (ver Figura 4, abajo).  

Fuente: A. León y M. Zúñiga 2020, 30.   

Figura 4. Presupuesto asignado y requerido para la remediación en el Lote 192. 

Con la expiración de la licencia de producción de petróleo, el gobierno 
peruano y Frontera Energy firmaron un contrato a corto plazo para operar el 
lote en 2015. Las y los líderes Indígenas64 aceptaron este acuerdo temporal 
con la condición de que el gobierno peruano iniciara la remediación y 
procurara los costos de la limpieza y la compensación de los antiguos 
operadores petroleros. Uno de los primeros pasos de este acuerdo era que 
el Ministerio de Salud de Perú encargara un estudio epidemiológico sobre la 
contaminación por metales pesados en las comunidades situadas dentro 
del lote petrolífero y en sus inmediaciones.65 Fue necesaria la presión 
pública—en Perú66 e internacionalmente67—para que los resultados de este 
estudio se hicieran públicos en 2019.   

Desde entonces, nuevos derrames de petróleo han generado nuevas 
protestas y loteos, y la producción se suspendió en gran medida durante 
2017 y por períodos en 2018 y 2019. En 2018, el liderazgo indígena de 
FEDIQUEP, OPIKAFPE, FECONACOR y ACODECOSPAT firmó un acuerdo con el 
gobierno peruano que formalizó el requisito de obtener su consentimiento 
antes de firmar cualquier nuevo contrato petrolero. 
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Las comunidades Indígenas de las cuencas afectadas han desempeñado un 
papel fundamental en la denuncia y documentación de los derrames de 
petróleo.  En 2006, tras las masivas movilizaciones públicas lideradas por 
los Achuar, se puso en marcha un programa independiente de vigilancia 
medioambiental dirigido por los pueblos Indígenas. Este programa 
proporcionó funciones cruciales de supervisión y rendición de cuentas de 
las que se carecía.  Es importante destacar que los datos generados por el 
programa de supervisión identificaron y corrigieron las incoherencias en el 
número de derrames que se habían notificado al gobierno.  Los datos 
también documentaron que las principales causas de estos derrames eran 
el deterioro y la corrosión de las tuberías, así como fallos operativos.  Esto 
ha contribuido a contrarrestar las afirmaciones, difundidas por los medios 
de comunicación, de que los "saboteadores" o "extorsionistas" Indígenas 
eran los responsables de los derrames.68 

LECCIONES APRENDIDAS 
Las historias, los recuerdos y las formas de discriminación existentes 
impiden la realización efectiva de los procesos de consulta y 
consentimiento. Sin Derechos, No Hay Consulta69 desvela las condiciones 
subyacentes en las que se desarrolló la consulta de 2015, describiendo 
cómo, a pesar de la emergencia de salud pública en curso -documentada 
en el informe En la Sombra del Petróleo-, el conflicto latente, las promesas 
incumplidas y los niveles de voluntad política en constante fluctuación, las 
y los líderes Indígenas demostraron un compromiso con el diálogo y la 
construcción de un acuerdo sobre el futuro de la producción de petróleo en 
la región.  

Fueron necesarios tres años de diálogo, desacuerdos y acciones directas 
para lograr un acuerdo parcial sobre las condiciones mínimas para la 
realización del proceso de consulta para la propuesta de ampliación de la 
producción de petróleo en el Lote 192. Estos acuerdos temporales se 
articularon en el Acta de Lima del 10 de marzo de 2015, un hecho que el 
gobierno peruano calificó como "acto histórico". Se comprometieron 
aproximadamente 50 millones de dólares para cumplir con estas 
"condiciones mínimas". Aunque no todas las condiciones planteadas por las 
y los negociadores Indígenas fueron aceptadas por el gobierno, las 
federaciones acordaron avanzar. Las indemnizaciones y reparaciones, por 
ejemplo, se aplazaron. Este compromiso de continuar el diálogo ejemplifica 
lo que fundamentalmente se halla en el corazón de los movimientos por los 
derechos Indígenas, de los que el reconocimiento del CLPI es sólo una 
parte. Los movimientos por los derechos Indígenas aspiran a una nueva 
relación entre los pueblos Indígenas, el Estado y los actores del sector 
privado.   

La historia de las cuatro federaciones es emblemática por varias razones: 

• En primer lugar, demuestra la importancia de aumentar el poder de
negociación a través de diversas tácticas, entre ellas: el uso de los
medios de comunicación locales e internacionales; el uso estratégico de
los litigios y de los mecanismos internacionales de rendición de cuentas;
y la formulación -y ejecución- de amenazas creíbles de acción directa no
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violenta. Estas tácticas complementarias utilizadas por las federaciones 
obligaron al gobierno a (a) darles un puesto en la mesa; (b) mantener las 
negociaciones; y (c) rendir cuentas de los compromisos adquiridos;   

• en segundo lugar, el caso refuerza la importancia de los conocimientos y
las capacidades de las comunidades Indígenas en relación con sus
derechos, el sector y los impactos de los proyectos; así como las
capacidades para liderar, coordinar, comunicar y representar fielmente
los intereses colectivos de sus comunidades y rendir cuentas al
respecto. Sin estas capacidades internas de las cuatro federaciones, los
esfuerzos de los gobiernos, las empresas y otros para dividir las
federaciones, fomentar la división y cooptar y socavar de otro modo la
acción colectiva bien podrían haber tenido éxito;

• en tercer lugar, la fuerza y la resistencia de la dirigencia de las
federaciones, así como su arraigo en las redes locales, regionales e
internacionales, fueron cruciales para asegurar los recursos financieros,
técnicos y políticos que las federaciones necesitaron en diferentes
momentos para fortalecer su poder de negociación;

• en cuarto lugar, los datos ambientales y de salud pública recopilados
durante muchos años por los monitores ambientales de las comunidades
Indígenas fueron fundamentales para cuestionar y refutar los datos
incompletos y erróneos que presentó Pluspetrol, datos de la industria
que, históricamente, se habían privilegiado y utilizado para desacreditar
el conocimiento indígena.
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4 LECCIONES APRENDIDAS: 
MÁS ALLÁ DE LA CONSULTA 
PREVIA 

El conflicto es inevitable cuando las fronteras de las industrias extractivas 
se expanden e invaden las tierras y territorios de los pueblos Indígenas. La 
salvaguarda que ofrece el CLPI seguirá siendo de suma importancia para las 
comunidades, pero sólo si se aplica de forma eficaz. A continuación, se 
exponen una serie de lecciones que los gobiernos, las empresas y los 
inversores deberían tener en cuenta.    

LIBRE 
• Garantizar la existencia de un espacio político para que las personas

puedan expresarse -incluso si expresan su oposición o crítica a un
proyecto de inversión- es un prerrequisito o un umbral fundamental para
un proceso de CLPI eficaz. Si las personas o las organizaciones que las
apoyan están siendo presionadas o algo peor, es poco probable que
cualquier acuerdo que se alcance sea defendible y contribuya a la
realización de los derechos de los pueblos Indígenas;

• las negociaciones entre los pueblos Indígenas, los gobiernos y las
empresas no se desarrollan en el vacío. Tienen lugar en un terreno que
está condicionado por las desigualdades existentes y las diferentes
posibilidades de los pueblos de participar e influir en la toma de
decisiones. Estas condiciones desiguales pueden limitar la posición y el
poder de negociación de los pueblos Indígenas. La eficacia de cualquier
proceso de CLPI quedará en entredicho a menos que se tomen medidas
para abordar esas limitaciones estructurales;

• la coordinación, el intercambio de información, la creación de
coaliciones entre los pueblos Indígenas y sus aliados, así como el uso
estratégico de la acción directa no violenta son tácticas clave para
garantizar que los gobiernos y las empresas negocien de forma justa y de
buena fe. La elaboración de protocolos comunitarios70 o las iniciativas de
cartografía comunitaria71 son sólo dos ejemplos que pueden contribuir a
ello.

PREVIO 
• La planificación del uso de la tierra debe negociarse con los pueblos

Indígenas antes de invitar a promotores o inversores. Esto permite a las
comunidades evaluar si un proyecto se ajusta a sus prioridades. La
planificación participativa del uso de la tierra permite evaluar los
impactos acumulativos e identificar y proteger el patrimonio cultural
crítico, así como la biodiversidad estratégica y las fuentes de agua;
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• se debe invertir el tiempo y los recursos adecuados en la consulta previa
(o negociación previa). Este paso es esencial y a menudo se pasa por
alto, aunque no hay una fórmula universal o solución única para ello.
Como mínimo, la preconsulta establece una hoja de ruta para la
implementación de un proceso de consulta: la identificación de los
momentos clave de toma de decisiones en los que se registrará el
consentimiento de la comunidad, que, como mínimo, debería incluir la
exploración, la prefactibilidad, la aprobación y el cierre. La claridad sobre
estos puntos mínimos de decisión debe aplicarse de forma coherente en
todos los proyectos de minería, petróleo y gas;

• entender los impactos diferenciales de los proyectos de minería,
petróleo y gas sobre las mujeres y otros grupos vulnerables, y las formas
adicionales (existentes) de discriminación a las que se enfrentan es un
paso necesario previo a la consulta. Los procesos de consentimiento de
la comunidad deben apoyar los esfuerzos para superar estas barreras
(por ejemplo, programas de alfabetización, apoyo al liderazgo de las
mujeres y apoyo al acceso de las mujeres a las tierras comunales y a los
recursos forestales);

• los pueblos Indígenas deben poder definir el alcance del "proyecto" que
se consulta. El propósito del CLPI es contribuir a la realización de sus
autonomías colectivas, resiliencia y autodeterminación. Los pueblos
Indígenas deben tener control e influencia sobre la identificación y
gestión de los impactos ambientales y sociales y, por tanto, sobre el
diseño y las operaciones del proyecto que dan forma a estos impactos;

• una vez que se ha llegado a un acuerdo compartido sobre la definición
del "proyecto", se pueden acordar las decisiones posteriores sobre qué
datos están disponibles; qué datos adicionales se necesitan; si todas
las personas responsables de la toma de decisiones relevantes (o sus
delegados/delegadas) están presentes y pueden participar (no tiene
sentido iniciar una consulta si no están presentes las personas
responsables de la toma de decisiones clave, o aquellas con poder
delegado para tomar decisiones); cómo se garantizará la participación de
las mujeres y otros grupos vulnerables; cuáles son los plazos razonables
para cada etapa, etc. Este es también un momento clave para identificar
las prioridades de capacitación, así como para la identificación inicial de
las necesidades de apoyo en cuestiones técnicas y legales;

• para las comunidades, el periodo de preconsulta puede ayudar a reforzar
la cohesión interna, fortalecer las estructuras representativas internas y
ofrecer una oportunidad de negociación interna para gestionar la
inevitabilidad de los desacuerdos y conflictos internos, y utilizarlos de
forma constructiva;

• dada la profunda y acumulada historia de racismo, los gobiernos y las
empresas deben estar preparados para escuchar los agravios históricos
si las comunidades los plantean.

INFORMADO 
• La información es poder;

• los procesos de consulta deben contar con los recursos adecuados y ser
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iterativos, abordando cada uno de los puntos clave de decisión en el 
ciclo del proyecto (exploración; definición del proyecto; estudio de 
viabilidad; evaluación de impacto; concesión de licencias; modificación 
del permiso; cesión o venta de derechos; cierre). Esto incluye el acceso a 
personas independientes de apoyo técnico y jurídico, quienes pueden 
ayudar a las comunidades a mejor comprender las cuestiones clave y 
proporcionar apoyo estratégico en los momentos decisivos del proceso 
de CLPI y posteriormente;   

• las sesiones informativas deben tener en cuenta las responsabilidades
laborales existentes de las mujeres y otros grupos vulnerables, de modo
que el lugar y el momento en que se celebren las consultas no las
excluya;

• la traducción directa de los estudios técnicos es necesaria pero
insuficiente. Se necesita un tiempo adecuado y metodologías
apropiadas para garantizar que el contenido sea accesible y
comprensible para todas las personas de la comunidad, especialmente
las mujeres y otros grupos vulnerables para los que los niveles de
alfabetización pueden variar significativamente;

• debe haber pruebas de que los miembros de la comunidad han
deliberado sobre la información proporcionada, junto con pruebas que
indiquen cómo esas deliberaciones han influido en el diseño del
proyecto.

CONSENTIMIENTO 
• Consagrar la norma del consentimiento en la legislación nacional puede

constituir una importante salvaguardia que haga efectivo el derecho
internacional y la jurisprudencia. Al hacerlo, se crea una seguridad
jurídica para los promotores e inversores de proyectos, al tiempo que se
ayuda a equilibrar el poder de negociación entre los pueblos Indígenas,
las empresas mineras y los organismos gubernamentales. Sin embargo,
el desarrollo de leyes de consulta nacionales puede ser objeto de abuso
por parte de actores poderosos. Los ejemplos de Centroamérica
muestran cómo los esfuerzos por introducir leyes que están muy por
debajo de las normas internacionales buscan socavar a los pueblos
Indígenas y empeorar su situación. En Honduras, por ejemplo, el gobierno
ha intentado introducir una ley que, en la práctica, despojaría a los
pueblos Indígenas y afrodescendientes de sus derechos al CLPI y les
obligaría a aceptar malos tratos o a perder por completo el derecho a
negociar;72

• en cuanto a los acuerdos de seguimiento, éstos deben ser fácilmente
accesibles para todos los miembros y deben ser ejecutables. Puede ser
necesario un apoyo adicional para la capacitación a nivel comunitario
con el objetivo de recopilar, almacenar y mantener los documentos
clave;

• la calidad de cualquier proceso de consentimiento de la comunidad (y la
calidad de los resultados alcanzados) debe evaluarse en función de la
medida en que los acuerdos: 73

• Protegen el patrimonio cultural;
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• crean oportunidades para la participación indígena en la gestión
medioambiental

• abordan el reparto de ingresos/regalías

• facilitan el empleo y la formación locales

• crean oportunidades de desarrollo empresarial indígena

• reconocen y protegen los derechos territoriales Indígenas;

• sean ejecutables y exigibles. El control indígena es esencial para
lograr este cumplimiento. No se puede confiar en que los organismos
estatales y las empresas mineras lo hagan, como demuestra el
historial.

• Los acuerdos que se alcancen deben respetar los derechos y no deben
dejar a los pueblos Indígenas en peor situación.
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5 RECOMENDACIONES 

Las consultas que no cumplen la norma del CLPI plantean importantes 
riesgos financieros para los inversores y las empresas.74 Los proyectos que 
no cumplen estas normas ya están siendo impugnados en los tribunales, lo 
que ha provocado la paralización de los proyectos, retrasos en la 
producción y daños a la reputación.   

EMPRESAS 
• Comprometerse a aplicar el CLPI, con directrices de aplicación detalladas

y públicas y con un seguimiento público del cumplimiento de los
compromisos en los acuerdos alcanzados con las comunidades.
Comprometerse a no seguir adelante con un proyecto si se retira el
consentimiento de la comunidad en cualquier fase;

• estar preparados para ceder poder y utilizar su influencia para dar forma
positiva a las relaciones de poder y a los acuerdos institucionales que
puedan apoyar la participación plena y significativa de mujeres y
hombres. En la práctica, esto significa abogar por la legitimidad de las y
los defensores de derechos humanos en casos de denuncia por parte de
otros (por ejemplo, los medios de comunicación, el gobierno). También
significa desarrollar una comprensión matizada de las relaciones de
poder de género como parte de sus estudios de referencia y de cómo sus
operaciones pueden mitigar o exacerbar las desigualdades de género y
de otro tipo existentes. A partir de esta base, las empresas deben
movilizar sus redes y recursos para

• Facilitar la igualdad de acceso a la información y el desarrollo de
capacidades, incluyendo la garantía del acceso de las comunidades
a un apoyo de asesoramiento técnico y jurídico independiente
durante las negociaciones;

• facilitar la acción constructiva junto con otros actores (incluso
mediante la elección de facilitadores interculturales debidamente
cualificados);

• influir en las y los responsables de la toma de decisiones en relación
con los procesos de consulta, haciendo hincapié en los mecanismos
de participación y entendimiento plenos;

• garantizar que los procesos estén diseñados para permitir el diálogo
intercultural, revelando plenamente los impactos del proyecto;

• supervisar y publicar los avances.

GOBIERNOS 
• Consagrar la norma del consentimiento en la ley cuando los pueblos

Indígenas lo busquen. Una norma legal de consentimiento puede
proporcionar una importante salvaguarda que puede ayudar a equilibrar
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el poder de negociación entre los pueblos Indígenas, las empresas 
mineras y las agencias gubernamentales.  La norma del consentimiento 
exige que las empresas y los gobiernos respeten cuando las 
comunidades Indígenas decidan que no quieren que se lleven a cabo 
proyectos en sus territorios;   

• dar prioridad al desarrollo de estrategias, metodologías y capacidades
institucionales específicas de género para abordar los obstáculos a la
participación de las mujeres Indígenas;

• en el caso de los ministerios con autoridad para evaluar los méritos de
los proyectos de minería, petróleo o gas, exigir a las empresas que lleven
a cabo un análisis del poder de género como parte de los estudios de
referencia del proyecto y exigir que sus evaluaciones de impacto
identifiquen y evalúen explícitamente los impactos de género de los
proyectos. Estos ministerios deben reservarse la facultad de rechazar
las solicitudes de desarrollo que no aborden adecuadamente los
impactos de género;

• exigir a todos los promotores de proyectos que hagan, como parte de las
tasas de solicitud de desarrollo, contribuciones obligatorias a fondos
colectivos a los que puedan acceder las comunidades Indígenas para
asegurarse su propia asesoría legal y técnica;

• fomentar y facilitar el acceso a la justicia, garantizando que no existan
obstáculos técnicos o financieros para que los pueblos Indígenas o sus
órganos representativos puedan solicitar una revisión judicial, apelar o
iniciar procedimientos de ejecución de terceros en relación con la toma
de decisiones en torno a las evaluaciones y aprobaciones de las
industrias extractivas.

INVERSORES 
• Inversionistas pueden utilizar su influencia e invertir en empresas que

demuestren no sólo un compromiso público con los derechos de los
pueblos Indígenas, incluido el CLPI, sino también que cuenten con
sistemas de gestión interna (incluida la supervisión a nivel del consejo
de administración), orientación detallada para la aplicación y sistemas
de seguimiento que puedan garantizar que se alcancen acuerdos de
calidad con los pueblos Indígenas y se mantengan durante toda la
trayectoria de los proyectos;

• Esto significa hacer preguntas sobre:

• El apoyo y la supervisión a nivel ejecutivo o del consejo de
administración de las cuestiones de desempeño social, incluida la
participación y el consentimiento de la comunidad;

• las principales conclusiones del proceso de diligencia debida en
materia de derechos humanos de la empresa, incluido el papel que
han desempeñado las comunidades Indígenas en los estudios de
referencia, cómo se ha tenido en cuenta su opinión en el diseño del
proyecto y el nivel de acuerdo o desacuerdo dentro de las
comunidades

• cómo se han identificado y abordado en el diseño del proyecto los
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impactos diferenciales sobre las mujeres y otros grupos vulnerables. 
Esto suele hacerse como parte de una evaluación de impacto sobre 
los derechos humanos, o como parte de una evaluación específica 
de impacto sobre el género; 

• eficacia de los circuitos de retroalimentación o de los mecanismos
de reclamación, especialmente en lo que respecta a las cuestiones
de protección del medio ambiente y del patrimonio cultural;

• el compromiso de la empresa de no seguir adelante con el proyecto
si se retira el consentimiento de la comunidad en cualquier fase.
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6 CONCLUSIONES 

A medida que aumenta la urgencia de responder a la crisis climática y que 
los países luchan por atraer inversiones como parte de sus planes de 
recuperación de la pandemia, la competencia por los recursos naturales 
finitos del mundo seguirá creciendo. 

Con el empeoramiento de la desigualdad de la tierra, el continuo 
acaparamiento de tierras y el retroceso de las protecciones ambientales y 
sociales básicas, la salvaguarda del CLPI es hoy más importante que nunca. 
Sin embargo, a pesar del reconocimiento normativo del CLPI—y de los 
compromisos públicos de las principales empresas multinacionales, las 
instituciones financieras internacionales y los bancos internacionales de 
aplicar la norma del consentimiento- los desequilibrios de poder siguen 
socavando la calidad de los acuerdos que se alcanzan.   

Las décadas de lucha por la justicia a lo largo de la frontera petrolera en el 
norte de la Amazonia peruana demuestran lo que se puede conseguir, a 
pesar de las importantes desigualdades de poder que caracterizan la 
competencia por los recursos naturales. El éxito del activismo de las y los 
líderes Indígenas se debe a la forma en que pudieron aumentar su poder de 
negociación mediante el uso eficaz de coaliciones y redes locales e 
internacionales, y la formulación de amenazas creíbles de acción directa no 
violenta, y su puesta en práctica. Estas tácticas complementarias obligaron 
al gobierno a (a) darles un puesto en la mesa; (b) mantener las 
negociaciones; y (c) responsabilizarse de los compromisos adquiridos. 
Estas tácticas eran necesarias teniendo en cuenta cómo los actores 
poderosos habían podido limitar la eficacia de la ley de consulta nacional 
del Perú.   

A pesar de la persistente emergencia de salud pública, el conflicto latente y 
los cambiantes niveles de voluntad política, las y los líderes Indígenas de 
las cuatro federaciones demostraron su compromiso de dialogar y llegar a 
un acuerdo sobre el futuro de la producción de petróleo en la región. Este 
compromiso de continuar con el diálogo ejemplifica lo que 
fundamentalmente se encuentra en el corazón de los movimientos de 
derechos Indígenas, dentro de los cuales la lucha por el reconocimiento del 
CLPI es sólo una parte. Los movimientos por los derechos Indígenas tienen 
como objetivo principal una nueva relación entre los pueblos Indígenas, el 
Estado y los actores del sector privado.   

Las comunidades Indígenas y de primera línea de todo el mundo están 
haciendo todo lo posible para proteger sus derechos, sus territorios, sus 
culturas y nuestro futuro colectivo. No pueden -y no deben- asumir esta 
responsabilidad por sí solas. Los gobiernos, las empresas y los inversores 
deberían tomarse en serio las recomendaciones de este informe y, al igual 
que las y los líderes Indígenas cuyas historias se documentan en estos 
trabajos de investigación, hacer todo lo que esté en su poder para 
salvaguardar la protección y la realización de las autonomías colectivas, la 
resiliencia y la autodeterminación de las Primeras Naciones o pueblos 

"Se estima que las tierras 
consuetudinarias cubren 
al menos el 50% de la 
masa terrestre mundial. 
Gran parte de estas 
tierras consuetudinarias 
no están formalmente 
tituladas ni reconocidas 
oficialmente por los 
gobiernos".75
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Indígenas. Sólo entonces será posible identificar y actuar sobre soluciones 
justas a la crisis climática.   
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